Acción de tutela segunda instancia 
Radicación: 66001-31-09-003-2020-00048-01
 Rodrigo Lozano Molano vs. Colpensiones
Asunto: Revoca para negar el amparo

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / NATURALEZA FUNDAMENTAL DEL DERECHO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA PARA RESOLVER ASUNTOS PENSIONALES.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.” (…)
La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):

“4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. (…)
… de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha considerado que para el reconocimiento o restablecimiento de derechos pensionales, la acción de tutela no es la vía judicial apropiada para reclamar su protección, toda vez que dicho asunto es de competencia de la jurisdicción ordinaria laboral o contencioso administrativa, según el caso, en tanto se requiere la valoración de aspectos litigiosos de naturaleza legal que escapan a la órbita del juez de tutela.  Sin embargo, de manera excepcional, la misma Corte Constitucional ha reconocido y ordenado pagar derechos pensionales por vía de tutela, aún en presencia de otros medios de defensa judicial, cuando se advierte que de tal reconocimiento depende la protección de otros derechos, fundamentales por naturaleza propia. Esta situación es especialmente frecuente en el caso de la pensión de invalidez…

… la Sala considera, tal como lo hizo la A quo, que no encuentra explicación sobre los motivos por los cuales el actor no adelantó con la debida diligencia las gestiones oportunas para obtener el dictamen de pérdida de capacidad laboral, si en su sentir desde el año 2014 la enfermedad le impedía laborar, pero aun así 5 años después, esto es, el 30 de septiembre de 2019 se le otorgó una pérdida de capacidad para trabajar del 80.88%, con fecha de estructuración el 12 de marzo de 2018.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte (20) de agosto de dos mil veinte (2020)

Aprobado por Acta No. 626
Hora: 3:15 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado CÉSAR AUGUSTO AGUDELO SALAZAR, apoderado judicial del señor RODRIGO LOZANO MOLANO frente al fallo emitido el 13 de julio de 2020 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 
2. ANTECEDENTES 
2.1. El abogado CÉSAR AUGUSTO AGUDELO SALAZAR, apoderado judicial del señor RODRIGO LOZANO MOLANO, informó que su mandante tiene 71 años de edad, presenta diferentes patologías como insuficiencia renal terminal, hiperplasia de la próstata e hipertensión arterial, por lo que inició el proceso de calificación de su pérdida de capacidad laboral para que le fuera reconocida la pensión de invalidez.  El 30 de septiembre de 2019 fue calificado por medicina laboral de COLPENSIONES con una pérdida de capacidad laboral superior al 80.88%, con fecha de estructuración 12 de marzo de 2018, por enfermedad de origen común degenerativa y progresiva. Por lo tanto, solicitó ante COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de invalidez.

COLPENSIONES mediante la Resolución No. 96504 del 22 de abril de 2020, negó la prestación al actor por no cumplir con el requisito dispuesto en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, esto es por no contar con 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración, adicionalmente, porque al accionante se le había reconocido la indemnización sustitutiva de vejez  a través de la Resolución GNR180975 del 18 de junio de 2015, inconforme con la decisión se presentó recurso de apelación, el que fue resuelto de manera desfavorable en la Resolución DPE8923 del 23 de junio de 2020 en la que se confirmó la decisión de primera instancia.
Consideró que si Colpensiones tiene en cuenta la fecha de la última cotización al sistema por parte de su mandante, es decir el 28 de febrero de 2014, como la fecha de estructuración de su PCL, reuniría ampliamente el requisito dispuesto en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, dado que el período comprendido entre el 28 de febrero de 2011 y el 28 de febrero de 2014, el señor LOZANO MOLANO reúne 94.28 semanas cotizadas.  Así mismo, alude que el historial clínica de su mandante soporta la solicitud del 28 de febrero de 2014 como la fecha de estructuración que debe otorgarse a su cuadro patológico si se tienen en cuenta que los reportes médicos con anterioridad a dicha fecha, que reportan riñón único izquierdo hidronefrótico y próstata aumentada de tamaño.
Manifestó que el señor LOZANO MOLANO es una persona sumamente enferma que no cuenta con ingreso económico que le permita garantizar condicione dignas y someterse a las vicisitudes de un proceso ordinario laboral, el que demora en promedio cuatro años.  En tal sentido, se deben amparar los derechos fundamentales de su representado ordenando a COLPENSIONES que le reconozca la pensión de invalidez a partir del 28 de febrero de 2014, momento en el cual realizó su última cotización.
3.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1.  COLPENSIONES 
Consideró que la pretensión del actor es de carácter económico, por lo que no debe ser resuelta por este medio constitucional por no cumplir con la subsidiariedad. 

Informó que mediante la Resolución SUB No. 96504 del 22 de abril de 2020, se  negó el reconocimiento de una pensión de invalidez al actor por ser incompatible con la prestación de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez reconocida mediante Resolución No. GNR 180975 del 18 de junio del 2015. La anterior Resolución SUB No. 96504 del 22 de abril de 2020, se notificó el día 8 de junio de 2020, y el abogado  César Augusto Agudelo Salazar en escrito presentado el 11 de junio de 2020, radicado bajo el número 2020_5693544, interpuso recurso de Apelación, el que fue desatado  mediante la Resolución DPE 8923 de 23 de junio de 2020, en el que se resolvió confirmar en todas y cada una de sus partes la Resolución No. 96504 del 22 de abril de 2020.
Indicó que no hay trámite administrativo pendiente de ser resuelto y en tal virtud, solicitó por tanto se declare la improcedencia de la acción constitucional al contar el accionante con otro medio de defensa judicial y ante la no configuración de un perjuicio irremediable que posibilite el amparo de manera transitoria. 

Aportó copia de las resoluciones con las cuales se reconoció la indemnización sustitutiva de vejez y se negó en primera y segunda instancia el reconocimiento de la pensión de invalidez. 

3.2.  CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 
El delegado del Ministerio Público citó jurisprudencia de la Corte Constitucional para indicar que no existe incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de pensión de vejez y la pensión de invalidez, siendo procedente el  reconocimiento de esta última al accionante, debiendo la entidad demanda descontar lo pagado por la indemnización.  Así mismo, consideró que al determinarse la pérdida de capacidad laboral sobre la base de una enfermedad congénita, crónica y/o degenerativa, deben prevalecer los pronunciamientos constitucionales para determinar el cumplimiento del requisito de las semanas mínimas de cotización; en tal virtud, solicitó tutelar los derechos del accionante.

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de julio de 2020, el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción constitucional instaurada por el abogado del señor RODRIGO LOZANO MOLANO, al considerar que ante la  ausencia de corroboración del momento en el cual se erige el estado de invalidez del actor, contándose solo con los dichos de la accionada y el accionante que hacen alusión al dictamen de pérdida de capacidad laboral, y en el cual se señaló una fecha de estructuración que no coincide con la del momento en el que se dejó de cotizar al sistema de seguridad social, no era posible  dar una orden encaminada a conceder los derechos económicos como los pensionales, para los cuales  existe un medio de defensa judicial idóneo a donde se debían allegar todos los elementos que permiten declarar o no la existencia de un derecho, resaltándose que efectivamente la condición de invalidez del actor no genera de manera automática la procedencia de la acción de tutela, pues no era suficiente el argumento que por su edad y patologías padecidas para  soportar las vicisitudes de un proceso litigioso ante la justicia ordinaria laboral en donde podrá solicitar que se tenga como fecha de estructuración la del 28 de febrero de 2014 y no la consignada en el dictamen de pérdida de capacidad laboral, dictamen que se encuentra en firme desde el 30 de octubre de 2019.
Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 14 de julio de 2020.

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 15 de julio de 2020 LOZANO MOLANO reiteró las condiciones de su mandante que lo hacen sujeto de especial protección constitucional por encontrarse frente a una  situación debilidad manifiesta, por lo que es procedente la acción de tutela para evitar un perjuicio irremediable de su mandante, quien se encuentra sin ingreso alguno.  Por tal razón, y conforme a la jurisprudencia constitucional relacionada, solicitó que se revoque la decisión de primer grado y en tal virtud, se ordene a COLPENSIONES que otorgue a su mandante la pensión de invalidez a partir del 28 de febrero de 2014.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):

“4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 

La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1. En el caso sub examine el señor RODRIGO LOZANO MOLANO,  de 71  años de edad, a raíz de sus patologías: insuficiencia renal terminal, hiperplasia de la próstata e hipertensión arterial, le fue calificada su  pérdida de capacidad laboral el 30 de septiembre de 2019 con un porcentaje del 80.88%, con fecha de estructuración 12 de marzo de 2018, por enfermedad de origen común degenerativa y progresiva. Por lo tanto, solicitó ante COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de invalidez, el cual fue negado mediante la Resolución No. 96504 del 22 de abril de 2020 por no cumplir con el requisito dispuesto en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, es decir, por no contar con 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración, adicionalmente, porque al accionante se le había reconocido la indemnización sustitutiva de vejez a través de la Resolución GNR180975 del 18 de junio de 2015.  La decisión fue apelada y con la Resolución DPE8923 del 23 de junio de 2020 COLPENSIONES confirmó la Resolución No. 96504 del 22 de abril de 2020.

6.7.2. El artículo 86 de la Constitución Nacional  y de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha considerado que para el reconocimiento o restablecimiento de derechos pensionales, la acción de tutela no es la vía judicial apropiada para reclamar su protección, toda vez que dicho asunto es de competencia de la jurisdicción ordinaria laboral o contencioso administrativa, según el caso, en tanto se requiere la valoración de aspectos litigiosos de naturaleza legal que escapan a la órbita del juez de tutela.  Sin embargo, de manera excepcional, la misma Corte Constitucional ha reconocido y ordenado pagar derechos pensionales por vía de tutela, aún en presencia de otros medios de defensa judicial, cuando se advierte que de tal reconocimiento depende la protección de otros derechos, fundamentales por naturaleza propia. Esta situación es especialmente frecuente en el caso de la pensión de invalidez, la cual se ha considerado que “goza de una garantía constitucional reforzada cuando está en juego el mínimo vital de su titular y el de su núcleo familiar”. Con base en lo anterior, en la Sentencia T-128 de 2015 dicho Tribunal precisó lo siguiente:

“Cuando la pensión de invalidez adquiere relevancia constitucional por su relación directa con la protección de derechos fundamentales tales como el derecho a la vida, al mínimo vital, a la integridad física, al trabajo o la igualdad,[2] su reconocimiento y pago sí pueden ser reclamados mediante el ejercicio de la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 

Considerados estos factores, el derecho a la pensión de invalidez adquiere el carácter de derecho fundamental por sí mismo, por tratarse de personas que por haber perdido parte considerable de su capacidad laboral, no pueden acceder al mercado de trabajo, de modo que dicha pensión se convierte en la única fuente de ingresos con la que cuentan para la satisfacción de sus necesidades básicas y las de su familia, así como para proporcionarse los controles y tratamientos médicos requeridos. Esta penosa situación coloca a dichos individuos en un completo estado de indefensión y vulnerabilidad que hace indispensable la adopción de medidas urgentes para evitar la consumación de un perjuicio irremediable."

 

Lo anterior obliga que al momento de efectuar el análisis de procedibilidad, el juez constitucional valore las circunstancias del caso concreto, determinando la viabilidad de esta acción judicial excepcional. Para ello debe discernir  cuando el conflicto jurídico planteado trasciende el nivel legal, para convertirse en un problema de carácter constitucional, caso en el cual la protección por la vía de amparo es la adecuada.

 

2.3.4. También ha sostenido la Corte que como consecuencia del estado de debilidad manifiesta y de la especial protección que la Constitución Política brinda a ciertos grupos de personas, tales como los niños, las mujeres embarazadas, los ancianos, las minorías étnicas o las personas que sufren de algún tipo de discapacidad, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela debe ser menos estricto. Por ello, cuando quien reclama la protección de sus derechos hace parte de uno de estos grupos, la acción tutelar se someterá a reglas probatorias menos severas, atendiendo directamente a la situación del afectado, más aún cuando las condiciones personales de quien reclama la protección constitucional, permite darle un trato especial”. (Subrayas propias)
6.7.3. Conforme a lo acabado de subrayar y a las pruebas que obran en el expediente,  en lo relativo a las especiales condiciones de vulnerabilidad del señor LOZANO MOLANO, quien además de lo narrado por su apoderado, no cuenta con ninguna clase de recursos económicos para atender sus necesidades básicas y que tales situaciones no fueron desvirtuadas por la entidad accionada, el juez de tutela al estudiar el caso en concreto debe ser más flexible en cuanto a determinar el carácter de subsidiario y excepcional de la acción constitucional para el reconocimiento de pensión por este mecanismo,  tal como lo expresó la Corte Constitucional en Sentencia T-080 de 2008, así:

“(…), el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta
.

En consecuencia, esta Sala llama la atención a los jueces de instancia de las acciones de tutela de la referencia, por cuanto quienes invocan el amparo de sus derechos fundamentales son personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por edad, pues son adultos mayores y por la enfermedad que padecen, la cual ya ha sido calificada y se ha determinado que efectivamente padecen una discapacidad, por lo que son sujetos de especial protección constitucional que merecen un trato preferencial por parte del Estado y, por tanto, el análisis de la procedencia de la acción es mucho más flexible. Lo anterior sin tener en cuenta que, como resultado de su estado de salud y de edad, se encuentran en una situación económica precaria al estar imposibilitados para trabajar y proveerse de los medios necesarios para su subsistencia y la de su familia. (…)”  (Subrayas propias)
6.7.4.  Ahora bien, pese a la especial situación en que se encuentra el accionante lo que hace procedente la acción constitucional, esta Sala deberá determinar si le asiste razón en cuanto al amparo de los derechos que considera vulnerados por Colpensiones ante la negativa del reconocimiento de la prestación pensional.  Al respecto, debe reiterarse que la jurisprudencia de la Corte Constitucional tiene sentado que uno de los eventos en los cuales el derecho a la pensión se considera fundamental, es aquel que se presenta cuando una persona ha perdido su capacidad laboral o ha sufrido una disminución de la misma por motivos ajenos a su voluntad. En estos casos, el derecho a la pensión de invalidez adquiere el carácter de fundamental dada la vulnerabilidad o debilidad manifiesta del afectado y la íntima relación que puede establecerse entre el derecho prestacional y las condiciones materiales de subsistencia del tutelante
. 

6.7.5.  En ese orden de ideas, debe tenerse en cuenta que la Ley 100 de 1993 fijó las exigencias para acceder a la pensión de invalidez, en caso de dictaminarse una pérdida del 50% o superior, así:
“Artículo 39: Requisitos para obtener la pensión de invalidez.
Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan con alguno de los siguientes requisitos:
a. Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez, y b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez.”
La anterior norma fue modificada por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, y los requisitos señalados quedaron de la siguiente manera:

“Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración. (…)”
6.7.5.  En este asunto en particular, COLPENSONES negó al señor LOZANO MOLANO la pensión de invalidez al considerar que no cumplía las exigencias legales para otorgársela con fundamento en que no cumplía con las 50 semanas de cotización dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente a la fecha de estructuración de su PCL, tal como disponen los artículos antes referidos. Al respecto, se tiene que el accionante solo realizó aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, hasta diciembre 28 de febrero de 2014, y de allí en adelante no volvió a realizar cotización alguna, al parecer por las enfermedades degenerativas que presenta el actor, que le impidieron seguir cotizando al sistema antes mencionado, lo que significa que para la fecha en que se efectuó el dictamen de PCL, esto es el 30 de septiembre de 2019 y para aquella en que se estructuró dicha pérdida, 12 de marzo de 2018, el accionante no contaba con ninguna semana cotizada dentro de los tres años anteriores.  De tal manera, que le asistió razón a COLPENSIONES al negar la pretensión reclamada por el señor LOZANO MOLANO.

6.7.6.  El apoderado judicial del señor LOZANO MOLANO insistió que procede la acción constitucional en el entendido de que las enfermedades sufridas por su mandante son de índole degenerativa, las que comenzaron desde mucho antes de que abandonara en forma definitiva su actividad laboral, es decir con antelación al año 2014 y en tal virtud, la fecha de estructuración que debe aplicarse en su caso es el 28 de febrero de 2014 cuando realizó su último aporte al sistema pensional.  En relación a esta circunstancia, la Sala considera, tal como lo hizo la A quo, que no encuentra explicación sobre los  motivos por los cuales el actor no adelantó con la debida diligencia las gestiones oportunas para obtener el dictamen de pérdida de capacidad laboral, si en su sentir desde el año 2014 la enfermedad le impedía laborar, pero aun así 5 años después, esto es, el 30 de septiembre de 2019  se le otorgó una pérdida de capacidad para trabajar del 80.88%, con fecha de estructuración el 12 de marzo de 2018.
6.7.7. Si bien es cierto no se pueden desconocer los dichos del apoderado del actor en cuanto a su situación médica y económica por las cuales está atravesando el señor LOZANO MOLANO, también lo es que no se tienen los elementos materiales de prueba que permitan establecer porqué el actor no acudió ante el fondo de pensiones en la debida oportunidad para que le fueran realizadas las valoraciones a sus patologías que aduce venía padeciendo desde hace más de seis años y que le imposibilitaron continuar con sus cotizaciones varios años antes de la calificación de su PCL y, por tanto, la densidad de semanas exigidas en cualquiera de las normas antes aludidas, fue incumplida. 
6.7.8. Aunado a lo anterior, la Sala no tiene la certeza si en contra del dictamen de pérdida de calificación de invalidez, en el que se estableció como fecha de estructuración 12 de marzo de 2018 de las patologías valoradas al accionante, se interpuso recurso alguno de haber estado inconforme con la fecha allí señalada, por lo que no se puede colegir que el accionante adquirió su condición de inválido justo en el momento en que cesó  sus aportes al sistema, o sea el  28 de febrero de 2014.  En consecuencia, al no coincidir los períodos antes descritos, esta Sala insiste que las cotizaciones que efectuó el señor LOZANO MOLANO no se realizaron dentro del lapso contemplado en la norma para ser acreedor a la pensión de invalidez.  
Por lo anterior, la Sala considera que la juez de primer grado debió negar el amparo invocado y no declarar improcedente la acción de tutela.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 13 de julio de 2020 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de conocimiento de Pereira por medio de la cual declaró improcedente la acción de tutela insaturada por el abogado del señor RODRIGO LOZANO MOLANO en contra de Colpensiones y en su lugar, se NEGARÁ EL AMPARO INVOCADO.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-080 de 2008.


� Sentencia T-469 de 2018
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